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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

R E S O L U C I Ó N 

 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2016.  

En el presente caso de daños y perjuicios por una caída 

sufrida por la parte demandada, ésta solicitó la desestimación por 

vía de Sentencia Sumaria bajo el supuesto de que el área en donde 

ocurrió el accidente no estaba bajo su control. El Tribunal de 

Primera Instancia de Arecibo (TPI) denegó esa petición porque 

entendió que existían hechos esenciales que no podían resolverse 

mediante el mecanismo sumario. Inconformes, los demandados 

sometieron el recurso de certiorari que nos ocupa.  

I 

 En febrero de 2015, la Sra. Beatriz Maldonado Cruz presentó 

una demanda de daños y perjuicios en contra de Supermercados 

Máximo, Inc. (“Supermax”) y su aseguradora Integrand Assurance 

Company (“Integrand”). Indicó que a eso de las 7:30 a.m. visitó el 

Supermax que ubica en el Centro Comercial Plaza Mónaco en 
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Manatí. Aseveró que una vez pagó por sus víveres salió del 

supermercado y, cerca de la salida cuando fue a bajar un escalón 

ubicado próximo al estacionamiento, se resbaló sobre un cartón 

mojado que estaba sobre la superficie del peldaño, perdió el 

balance y cayó. Señaló que como consecuencia de la caída sufrió 

una fractura en su tobillo izquierdo. Sostuvo que la caída se debió a 

la negligencia y falta de cuidado del supermercado al dejar un 

cartón mojado a la salida de su establecimiento. Por los daños 

físicos solicitó una indemnización por una suma no menor de 

$100,000 y por los daños emocionales pidió una compensación por 

una suma no menor de $50,000.  

 En su contestación, Supermax negó la negligencia y levantó 

diversas defensas. Más adelante, Supermax e Integrand solicitaron 

que se dictara sentencia sumaria y se desestimara el pleito. 

Aseveraron que el lugar donde ocurrió el accidente era propiedad 

de un tercero que no figuraba como demandado. Ese tercero era el 

dueño del centro comercial Mónaco Desarrollos, Inc. Los 

demandados alegaron que Supermax se encontraba operando su 

negocio en virtud de un contrato de arrendamiento y que 

Desarrollos Mónaco estaba contractualmente obligado a prestarle 

mantenimiento a las áreas comunes del Centro Comercial Mónaco, 

incluyendo el estacionamiento: “[e]l lugar en el cual alegadamente 

se cayera la señora Maldonado es un área común del Centro 

Comercial Mónaco, cuyo mantenimiento corresponde al empleado 

del centro comercial de nombre Jesús Manuel.”1   

                                                 
1
 Véase la página 22 del Apéndice del recurso. Entre los documentos que se unieron a la 

solicitud de sentencia sumaria consta una comunicación de Integrand dirigida a la 
demandante en la que esa aseguradora le indicó: “[d]e la investigación llevada a cabo 
por nosotros se desprende que nuestro asegurado no es responsable por los daños 
sufridos por usted. Esto obedece a que el cuidado y control del área envuelta le 
corresponde a Monaco Desarrollos Inc.”, véase la página 31 del Apéndice del recurso de 
apelación.  
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 En oposición a que se dictara sentencia sumaria en su contra, 

la demandante reiteró que la negligencia del supermercado fue la 

que provocó la caída y que de todos modos existían genuinas 

controversias de hechos que ameritaban dilucidarse en un juicio 

plenario. La señora Maldonado Cruz sostuvo que el accidente no 

ocurrió en el estacionamiento, sino en un área cercana al 

supermercado: “[a]l aproximarse a la puerta de salida, las hojas de 

la puerta se abrieron y la demandante procedió a cruzar el marco 

donde estaba empotrada la misma. Cuando dio de 2 a 3 pasos 

sobre el estrecho pasillo de salida, resbaló sobre unos cartones 

mojados que estaban depositados sobre la superficie del pasillo, 

perdió el balance [sic] sufrió la estrepitosa caída que nos ocupa. Al 

caer, la mayor parte de su cuerpo (desde los glúteos hacia la 

cabeza) quedó sobre la superficie del pasillo de salida y sus piernas 

quedaron colgando entre el borde del pasillo y un “wheel stopper” 

del estacionamiento.”2 En cuanto al lugar, la demandante subrayó: 

El área del pasillo de salida sobre cuyo suelo 
estaban los cartones mojados, es una extensión de la 
salida del supermercado, por lo que forma parte 
esencial de los operativos del supermercado. Es la 
única salida que tienen disponibles sus clientes. […] Si 
no fuera así, cabe preguntarse: ¿de qué otra forma 
podía salir la demandante del supermercado que no 
fuera caminando por el pasillo que queda contiguo a la 
puerta de salida? 

 
Nótese, que sobre el pasillo de salida, el 

supermercado construyó u ordenó que se construyera 
una rampa para que los clientes que estuviesen 
utilizando carros de compras se desplazaran por ella al 
salir. Además, sobre el pasillo de salida, se colocaron 
unos tubos o pasamanos para delinear la rampa. 

 
Ello evidencia el control y dominio que tiene el 

supermercado sobre el pasillo de salida del 
supermercado. […] Esos actos de dominio del 
supermercado sobre el pasillo salida, demuestran que 

                                                 
2
 Véase la página 63 del Apéndice del recurso.  
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el supermercado tiene control de lo [que] ocurre en el 
pasillo de salida.3  

 
Posteriormente, ambas partes presentaron escritos para 

sostener sus respectivas posiciones y también anejaron 

documentos, fotografías y un vídeo de la caída.  

El 12 de mayo, notificada el 13 de mayo de 2016, el TPI dictó 

una resolución mediante la cual denegó la solicitud de sentencia 

sumaria sometida por los demandados. En lo pertinente, hizo las 

siguientes determinaciones de hechos: que luego de pagar por los 

artículos que compró la demandante cruzó la puerta de salida y 

comenzó a caminar por un estrecho pasillo para dirigirse a su 

automóvil; que el estrecho pasillo está contiguo a la puerta de 

salida, según ilustraban las fotos suministradas por la demandante; 

que del vídeo sometido por los demandados se observaba que poco 

después de cruzar la puerta de salida, y mientras caminaba por el 

pasillo, la demandante perdió el balance; que la gerente Griselle 

Ayala Rosario manifestó –mediante declaración jurada– que la 

demandante se cayó al salir de la tienda, mientras bajaba de la 

acera hacia el estacionamiento; la gerente también declaró que 

había cartones mojados sobre la superficie del suelo y que cuando 

la demandante los pisó se resbaló, perdió el balance y cayó; que en 

unas fotografías sometidas por la demandante se observaban a dos 

personas con un carro de compra que ocupaba prácticamente el 

ancho del pasillo, cerca de donde ocurrió el accidente; y que en ese 

pasillo existe una estructura de metal en donde se almacenan 

cilindros de gas fluido que vende el supermercado a sus clientes. 

Según el TPI, de ser lo anterior cierto, denotaría que el 

supermercado ejerce control y dominio del pasillo. Por otro lado, los 

                                                 
3
 Véase las páginas 70-71 del Apéndice del recurso. 
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siguientes eran los hechos que el foro primario entendió que 

estaban en controversia: 

1. Si la pérdida de balance que sufrió la demandante y 
que eventualmente produjo su caída, fue provocada 
por unos cartones mojados que estaban sobre la 
superficie del pasillo. 
 

2. Si el área del pasillo donde estaban los cartones 
estaba bajo el control y dominio del supermercado. 

 
3. Si la estructura de metal que se ilustra en la foto es 

propiedad del supermercado y si es allí donde se 
almacenan los cilindros de gas fluido que le venden 
a los clientes. 

 
4. Si el pago que efectuó el supermercado y su 

aseguradora constituyen una admisión de que la 
pérdida de balance de la demandante y que provocó 
su caída, se produjo en un área que estaba bajo el 
control y dominio del supermercado. 

 
5. La negligencia.4  

 
Inconformes, el 13 de junio de 2016 Supermax e Integrand 

sometieron un recurso de certiorari ante este Tribunal. Le imputaron 

error al TPI (1) “al negarse a dictar la desestimación sumaria de la 

Demanda bajo el pretexto de la existencia de hechos en 

controversia”; (2) “al atender una oposición a la solicitud 

desestimatoria sumaria que no cumple con la Regla 36 de 

Procedimiento Civil”; (3) “al declarar como incontrovertidos una serie 

de hechos que no se encuentran apoyados por prueba admisible 

alguna y al no decretar como hechos materiales e incontrovertidos 

otros que sí lo eran”. El 24 de junio de 2016, le concedimos un 

término de 20 días a la señora Maldonado Cruz para que se 

expresara. En cumplimiento, el 26 de julio de 2016 ésta presentó su 

posición. 

 

 

                                                 
4
 Véase las páginas 144-145 del Apéndice del recurso. También, en la Resolución el foro 

de instancia pautó una Conferencia con Antelación al Juicio para el 11 de agosto de 
2016.  
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II 

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende 

la revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el 

foro de instancia en el transcurso y manejo del caso. Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal al que se recurre mediante el 

recurso extraordinario de certiorari tiene discreción para atender el 

asunto planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, 

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); 

Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913, 917 (2009); García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). Es decir, la principal característica del 

certiorari es “la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). En cuanto a los criterios este 

Foro toma en consideración al momento de expedir o denegar un 

certiorari, véase la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 

LPRA Ap. XXII-B. 

La atención de este tipo de recurso aconseja prudencia. Sólo 

se justificará nuestra intervención cuando surja que el foro de 

instancia haya cometido “un craso abuso de discreción o que el 

tribunal actuó con prejuicio y parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará 

un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 745 

(1986). Nuestro rol al atender recursos de certiorari descansa en la 

conjetura de que es el foro de instancia quien está en mejor 

posición para resolver controversias interlocutorias, o de manejo del 

caso, y en la cautela que debemos ejercer para no interrumpir 

injustificadamente el curso corriente de los pleitos que se ventilan 
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ante ese foro. Véase, Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 

83, 97 (2008).      

Con frecuencia el Tribunal Supremo ha enfatizado la utilidad 

de la sentencia sumaria para descongestionar los calendarios 

judiciales. Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 

(2012); Pilot Life Ins. Co. v. Crespo Martínez, 136 DPR 624, 632 

(1994); Padín v. Rossi, 100 DPR 259, 263 (1971).  Sin embargo, la 

ventaja y rapidez que provee este mecanismo no puede situarse por 

encima de los fines de la justicia. Véase, Roth v. Lugo, 87 DPR 386, 

392 (1963). El dictamen sumario está reservado para casos claros, 

en los que los tribunales estén convencidos de que un juicio 

plenario resultaría innecesario. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., 136 DPR 881, 913 (1994). 

Para que proceda dictar sentencia sumaria la parte 

promovente tiene que fijar su derecho con claridad y debe 

demostrar que no existe controversia real y sustancial sobre algún 

hecho material y pertinente o sobre algún componente de la causa 

de acción. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); 

González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 DPR 127, 137 (2006). Un 

hecho material es “aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable.” Abrams 

Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914, 932 (2010). Existe una controversia 

real “cuando la prueba ante el tribunal es de tal naturaleza que un 

juzgador racional de los hechos podría resolver a favor de la parte 

promovida.” Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 214. Cuando 

surja duda sobre la existencia de una controversia “ésta debe 

resolverse contra la parte que solicita la sentencia sumaria.” Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720 (1986); 
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véase, Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 

(2000).5 

En definitiva, al presentársele una sentencia sumaria, el 

tribunal analizará y observará los hechos de la forma más favorable 

y liberal para la parte que se opone a ella y, de proceder, dictará 

sentencia sumaria a favor de la parte a la cual le asiste el derecho. 

Col. Ing. Agrim. P.R. v. A.A.A., 131 DPR 735, 781-782 (1992). Esta 

norma de liberalidad está predicada en que la sentencia sumaria, 

mal utilizada, conllevaría a despojar a un litigante de su día en corte, 

afectando así su debido proceso de ley. E.L.A. v. Cole, supra, pág. 

627; Roig Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 DPR 613, 617 (1990). 

III 

 Vista la petición de certiorari, el expediente en su totalidad y 

considerando también los argumentos de las partes ante el foro de 

instancia, no nos persuade la parte peticionaria de que debemos 

intervenir con el juicio y criterio  del TPI sobre la existencia de 

asuntos medulares en controversias. Además, nos corresponde ser 

deferentes con el manejo y evaluación de los asuntos interlocutorios 

por parte del TPI. Tal deferencia deberá ceder solo cuando la parte 

peticionaria  establezca que el TPI cometió error manifiesto, actuó 

con prejuicio o movido por parcialidad.   

Más aun, en casos, como éste, en el existen elementos 

subjetivos, como los hechos a base de los cuales se alegan haberse 

incurrido en negligencia, la jurisprudencia aconseja circunspección 

en la utilización del mecanismo sumario. Véase, Carpets & Rugs v. 

Tropical Reps, 175 DPR 614, 638 (2009); Piñero v. A.A.A., 146 DPR 

890, 904 (1998); Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294, 301 

                                                 
5
 Al respecto, en Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 D.P.R. 714 (1986), 

el Tribunal Supremo recalcó que “[l]a sentencia sumaria sólo debe dictarse en casos 
claros, cuando el tribunal tenga ante sí la verdad sobre todos los hechos pertinentes.” 
Id., 721. 
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(1994). Esa circunspección se torna aun más necesaria cuando, 

luego de sometidos los correspondientes escritos acompañados con 

la prueba para sostener la postura en favor y en contra de una 

Sentencia, el TPI aun no se convence de que ese mecanismo es el 

adecuado para adjudicar concluyentemente esos hechos. 

En este caso luce razonable la determinación del foro 

recurrido sobre la existencia de varias controversias medulares 

señaladas en su dictamen, que aconsejan resolverse mediante vista 

evidenciaria. Aspectos  esenciales, como el lugar  preciso donde 

ocurrió  la caída,  la causa de ella y quien realmente mantiene el 

control, y es responsable, tanto del área en cuestión, como con 

respecto a la presencia del material (cartón mojado) al que se le 

atribuye ser la causa inmediata de la caída, presentan alegaciones y 

prueba encontrada que debe dilucidarse mediante juicio en su 

fondo.  Tampoco está claro si el pasillo por el que discurría la 

recurrida servía  de acceso  para otros negocios, esto es, si existe 

algún otro establecimiento en su lugar o si el supermercado 

ocupaba todo ese local. Recuérdese finalmente que, de surgir 

alguna duda sobre la existencia de una controversia esencial, “ésta 

debe resolverse contra la parte que solicita la sentencia sumaria.” 

Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720 

(1986); véase, Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 

610 (2000). 

   En fin,  en este caso, al igual que el foro de instancia, somos 

del criterio de que el mecanismo de sentencia sumaria peticionado 

no es el adecuado en esta etapa del proceso.  

IV 

 A la vista de lo antes expuesto, denegamos el auto de 

certiorari. 



 
 

 

KLCE201601085 

 

10 

 Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, fax o por 

teléfono, y por la vía ordinaria.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 


